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de Ordenación del Sistema de Planeamiento de Canarias, aprobado por el Decreto 55/2006, 
de 9 de mayo, podrán optar por continuar su procedimiento de evaluación ambiental 
estratégica conforme a las prescripciones de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación 
ambiental, a partir de la elaboración del preceptivo estudio ambiental estratégico. En este 
caso, no resultará de aplicación el plazo máximo de aprobación del segundo párrafo del 
apartado anterior.

En el caso de que la memoria ambiental de estos instrumentos de ordenación hubiera 
sido aprobada con condiciones, su subsanación habrá de llevarse a cabo en el procedimiento 
de evaluación ambiental estratégica que se realice de conformidad con la Ley 21/2013, de 9 
de diciembre, de evaluación ambiental».

Sexta. Modificación de la Ley 5/2002, de 3 de junio, del Consejo Consultivo de 
Canarias.

Uno. Se modifica la letra e) del apartado 1.D) del artículo 11 de la Ley 5/2002, de 3 de 
junio, del Consejo Consultivo de Canarias, que queda redactado como sigue:

«e) Reclamaciones que se formulen en materia de responsabilidad administrativa 
patrimonial cuya cuantía sea igual o superior a 60.000 euros. No obstante, tratándose de 
solicitudes de dictamen que versen sobre reclamaciones en materia de responsabilidad 
patrimonial frente a los ayuntamientos de la Comunidad Autónoma de Canarias, el Consejo 
Consultivo será competente para dictaminar cuando la cuantía de la reclamación sea 
superior a 20.000 euros».

Dos. La reforma del apartado anterior se aplicará a los procedimientos que, habiéndose 
iniciado antes de su entrada en vigor, sea solicitado el dictamen después del 1 de enero de 
2025.

Séptima. Modificación de la Ley 8/2015, de 1 de abril, de cabildos insulares.

Se modifica la disposición adicional quinta de la Ley 8/2015, de 1 de abril, de cabildos 
insulares, que queda con la siguiente redacción:

«Quinta. Normas organizativas en materia de resolución de discrepancias y omisión de 
la función interventora en los entes del sector público.

1. En los consorcios adscritos a los cabildos insulares, corresponde a los órganos que 
determinen sus estatutos o normas de organización el conocimiento y resolución de las 
discrepancias suscitadas en el ejercicio de la función interventora, así como la adopción de 
la decisión que proceda en los supuestos de omisión de dicha función.

2. En los organismos autónomos dependientes de los cabildos insulares, la competencia 
para el conocimiento y resolución de las discrepancias y de la omisión de la función 
interventora podrá ser desconcentrada en los órganos de aquellos a través de los reglamentos 
orgánicos o las normas de organización de dichos organismos.

3. Todo ello se entiende sin perjuicio de la posibilidad de elevar la resolución de las 
discrepancias o de la omisión de la función interventora al órgano de control competente 
por razón de la materia de la administración que tenga atribuida la tutela financiera, en los 
términos establecidos por la legislación aplicable».
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Octava. Modificación de la Ley 9/2014, de 8 de noviembre, de medidas tributarias, 
administrativas y sociales de Canarias.

Se modifica la Ley 9/2014, de 8 de noviembre, de medidas tributarias, administrativas 
y sociales de Canarias, en los siguientes términos:

Uno. Se modifican los apartados 2 y 4, y se añaden tres nuevos apartados, 7, 8 y 9, a la 
disposición transitoria tercera, en los siguientes términos:

«2. El concesionario podrá solicitar la prórroga de la concesión según lo previsto en 
el presente artículo desde la entrada en vigor de esta ley y, en todo caso, antes de que 
se extinga el plazo para el que fue concedida. Esta prórroga del plazo se aplicará a la 
concesión existente en toda su extensión como una unidad indivisible.

El plazo de la prórroga se iniciará una vez transcurrido el plazo previsto en su título 
concesional original. La tramitación de las prórrogas previstas en este artículo seguirá lo 
establecido en el procedimiento administrativo establecido para las modificaciones de 
carácter no sustancial de las concesiones».

«4. Dado el carácter estratégico y relevante de las concesiones de puertos deportivos 
para el dominio portuario autonómico, al margen de los supuestos previstos en la legislación 
portuaria estatal los concesionarios de puertos deportivos que lo soliciten podrán optar por 
una prórroga excepcional siempre que la concesionaria se comprometa a llevar a cabo 
alguna de las actuaciones previstas en los apartados siguientes:

A) La realización de inversiones relevantes para el puerto que deberán ejecutarse en 
la superficie concesionada o en la concesión modificada por ampliación de su superficie.

Serán susceptibles de ser consideradas inversiones relevantes a los efectos previstos en 
el párrafo anterior las que reúnan los requisitos siguientes:

1) No estar previstas en el título constitutivo original.

2) No haber sido computadas a efectos de prórrogas previamente adoptadas.

3) Mejorar alguno de los siguientes aspectos: la productividad; la eficiencia energética; 
la calidad ambiental, la mejora de la sostenibilidad ambiental y la sensibilización para la 
preservación y mejora del medio ambiente; las operaciones portuarias; la introducción de 
nuevas tecnologías, como la digitalización de las infraestructuras; los nuevos procesos que 
incrementen la competitividad, y la responsabilidad social corporativa y mejora social y de 
la población.

La inversión mínima que la concesionaria deberá efectuar será del 20% del valor 
actualizado de la inversión inicialmente prevista en el título concesional.

El incumplimiento de la obligación de ejecutar las obras e inversiones en el plazo 
establecido, así como la ejecución parcial o defectuosa, dará lugar a la caducidad del título 
concesional.

B) Llevar a cabo una aportación económica, que no tendrá naturaleza tributaria, a la 
financiación de infraestructuras portuarias para la mejora de la posición competitiva de los 
puertos de Canarias, cuyo importe, en todo caso, sea superior al 20% del valor actualizado 
de la inversión inicialmente prevista en el título concesional.
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C) Una combinación de ambos supuestos, siempre que la suma de los importes 
comprometidos no sea inferior al 20% del valor actualizado de la inversión inicialmente 
prevista en el título concesional.

Los compromisos descritos en los apartados A), B) y C) anteriores deberán estar 
íntegramente ejecutados en el plazo de los cuatro primeros años, a contar desde la resolución 
de prórroga una vez concedidas las licencias y permisos que correspondan.

En el supuesto de que la entidad concesionaria sea un club náutico u otra entidad 
deportiva sin fines lucrativos, dichos compromisos deberán ejecutarse en el plazo de los seis 
primeros años, a contar desde la resolución de prórroga una vez concedidas las licencias y 
permisos que correspondan.

Esta prórroga excepcional no podrá ser superior al plazo inicialmente previsto en su 
título de otorgamiento y, en ningún caso, el plazo inicial de otorgamiento unido al de la 
prórroga podrá superar el plazo máximo de 75 años. Asimismo, se requerirá que haya 
transcurrido al menos una tercera parte del plazo de la concesión inicial».

«7. Los concesionarios que, con anterioridad a la entrada en vigor de esta ley hubieran 
presentado una solicitud de prórroga antes de la extinción del plazo concesional, podrán 
adaptar la misma a esta nueva regulación, conservándose los actos y trámites cuyo contenido 
no se viera afectado por la misma».

«8. Cualquier cesión de derechos realizada por el concesionario durante la vigencia de 
la concesión finalizará con la finalización del plazo inicial, sin que se pueda extender estos 
al plazo prorrogado salvo consentimiento y pacto expreso con la entidad concesionaria».

«9. Las concesiones portuarias prorrogadas devengarán durante el plazo de la prórroga 
y a favor de Puertos Canarios el siguiente canon anual:

- Para las concesiones cuyo plazo inicial más el de la prórroga no supere los 50 años, 
será del 1,5% de la diferencia entre el valor actualizado de la inversión inicialmente prevista 
en el título concesional y la cuantía de la inversión comprometida para el otorgamiento de 
la prórroga, debiendo actualizarse anualmente según el IPC.

- Para las concesiones cuyo plazo inicial más la prórroga supere los 50 años, será del 
2,5% de la diferencia entre el valor actualizado de la inversión inicialmente prevista en el 
título concesional y la cuantía de la inversión comprometida para el otorgamiento de la 
prórroga, debiendo actualizarse anualmente según el IPC.

En ningún caso el canon resultante será inferior a una vez y media el canon actual, ni 
superior a dos veces y media del mismo».

Dos. Se modifica la disposición transitoria sexta en los términos siguientes:

«Sexta. Gestión delegada o transferida de los Parques Nacionales canarios.

1. La delegación de la gestión y conservación de los Parques Nacionales, de acuerdo 
con el Decreto 70/2011, de 11 de marzo, por el que se crea la Red Canaria de Parques 
Nacionales, podrá hacerse efectiva durante 2025 para aquellos cabildos que cumplan las 
previsiones del referido decreto.
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2. Con efectos de 1 de enero de 2025, se transferirán al Cabildo Insular de Tenerife, 
en cuanto institución de la Comunidad Autónoma de Canarias, las funciones de gestión 
y conservación del Parque Nacional del Teide. Los medios personales y materiales traspasados 
para dicha gestión transferida serán los incluidos en el Decreto 141/2015, de 11 de junio, 
por el que se delegan funciones de la Administración pública de la Comunidad Autónoma 
de Canarias en el Cabildo Insular de Tenerife, en materia de gestión del citado parque.

En todo caso, al Gobierno de Canarias le corresponderá la formulación y aprobación del 
Plan Rector de Uso y Gestión y las funciones de desarrollo normativo, tanto de iniciativa 
legislativa como reglamentaria.

El Consejo de Gobierno formalizará el decreto de transferencia en los términos de esta 
disposición y cualesquiera acuerdos necesarios para su desarrollo y ejecución».

Novena. Normativa de desarrollo de la bonificación extraordinaria y temporal del 
precio final de determinados combustibles derivados del refino del petróleo.

Primero. Como consecuencia de la aprobación por la presente ley de la disposición 
adicional reguladora de la bonificación extraordinaria y temporal del precio final de 
determinados combustibles derivados del refino del petróleo en las islas no capitalinas, 
y con objeto de evitar la paralización del régimen de bonificación del precio final de 
combustibles derivados del refino del petróleo en las islas no capitalinas, se modifica 
la Orden de la Consejería de Hacienda y Relaciones con la Unión Europea, de 26 de 
marzo de 2024, por la que se fija la fecha de comienzo de la aplicación de la bonificación 
extraordinaria y temporal del precio de determinados combustibles derivados del refino del 
petróleo en las islas de El Hierro, La Gomera y La Palma, se aprueban normas de gestión, 
y se regula el régimen de incompatibilidad con la devolución parcial del Impuesto Especial 
de la Comunidad Autónoma de Canarias sobre combustibles derivados del petróleo a 
agricultores y transportistas, en los términos siguientes:

Uno. El título de la orden queda redactado como sigue:

«Orden de 26 de marzo de 2024, por la que se aprueban las normas de gestión de la 
bonificación extraordinaria y temporal del precio de determinados combustibles derivados 
del refino del petróleo en las islas no capitalinas de Lanzarote, Fuerteventura, El Hierro, La 
Gomera y La Palma».

Dos. Se suprime el artículo 1.

Tres. El artículo 2 queda redactado como sigue:

«Artículo 2. Beneficiarios de la bonificación.

Serán beneficiarios de la bonificación las personas o entidades, públicas o privadas, 
desarrollen o no actividades económicas, que cumplan las siguientes condiciones:

a) Que adquieran los combustibles a los colaboradores en la gestión de esta bonificación, 
en las islas de Fuerteventura, Lanzarote, El Hierro, La Gomera y La Palma (en adelante, 
islas no capitalinas), siempre y cuando la isla se encuentre incluida en la orden que 
periódicamente apruebe la persona titular de la consejería competente en materia de 
hacienda fijando la cuantía mensual de la bonificación.


